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Bogotá D.C., 11 de mayo de 2022 

 

Doctora 

MARTHA YANETH DELGADO MOLANO 

Jueza 17 de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad 

Bogotá D.C. 

 

Referencia: Recurso de Apelación Auto del 20/04/2022 

PPL: MARTHA LUCIA SANTACRUZ FONSECA -30745300 

Proceso 11001600000020190124100 – N.I. 1760 

Cárcel y Penitenciaria del Alta y Mediana Seguridad Para Mujeres de Bogotá  

 

MARTHA LUCIA SANTACRUZ FONSECA, mayor de edad, identificada con Cédula de 

Ciudadanía No.30745300, bajo custodia en Cárcel y Penitenciaria de Alta y Mediana Seguridad 

para Mujeres de Bogotá D.C. – CPAMSMBOG, por orden Juzgado Octavo (8) Penal del 

Circuito Especializado de Bogotá D.C., atentamente me dirijo a su Despacho con el fin de 

informar a su Señoría, que mediante la interposición de este recurso, pretendo obtener la 

REVOCATORIA del Auto Interlocutorio, adoptado por el Juzgado 17 de Ejecución de Penas y 

Medidas de Seguridad, el cual, me fue notificado  el día 10 de  mayo del año en curso, 

consistente en denegar mi Libertad Condicional, conforme el artículo 178 de la Ley 906 de 

2004. 

1. El Despacho encuentra que, dentro del estudio, se tiene que 4 de los 5 presupuestos, 

son favorables para el estudio normativo para la libertad condicional, mientras el último 

presupuesto sobre la valoración de la conducta punible, se tiene reparos sobre dichas 

exigencias. 

 

2. Para negar el beneficio solicitado, la señora Jueza, entre otras, hace referencia a la 

Sentencia C-194 de 2005, jurisprudencia que determino la exequibilidad de la Ley 890 

de 2004, y anota que: “En este punto la Corte considera necesario precisar que, en 

efecto, el Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad ejerce una función 

valorativa que resulta determinante para el acto de concesión del subrogado penal. Para 

la Corte, la función que ejercen los jueces de ejecución no es mecánica ni sujeta a 

parámetros matemáticos. Ésta involucra la potestad de levantar un juicio sobre la 

procedencia de la libertad condicional que ciertamente exige la aplicación del criterio 

del funcionario judicial. Sin embargo, no por ello puede afirmarse que dicha valoración 

recae sobre los mismos elementos que se ven involucrados en el juicio penal 

propiamente dicho. Tal como quedó expuesto, la valoración en la etapa posterior a la 

condena se somete enteramente a los parámetros de la providencia condenatoria y 

tiene en cuenta elementos distintos, como son el comportamiento del reo en prisión y la 

necesidad de continuar con el tratamiento penitenciario. Tal valoración no vuelve a 



poner en entredicho la responsabilidad penal, sino la necesidad de continuar con el 

tratamiento penitenciario. Y la prueba está, como lo dice la Corte Suprema de Justicia, 

en que la decisión judicial que deniega el subrogado penal no aumenta ni reduce el 

quantum de la pena, sino que se limita a señalar que la misma debe cumplirse en su 

totalidad.”, luego, noto que, bajo este concepto, se me está sometiendo a situaciones 

más gravosas, cuando la Conducta Punible, fue objeto de valoración por parte Juzgado 

Octavo (8) Penal del Circuito Especializado de Bogotá D.C., que me condenó a la pena 

privativa de la libertad de 66 meses, por lo que no entiendo sobre que otros juicios se 

me puede valorar dicha conducta. (El subrayado es mío) 

 

3. Su Despacho atina a sopesar sobre el proceso de resocialización, sin revisar la realidad 

con el tratamiento que he cumplido en la Reclusión, sin examinar conceptos importantes 

y juicios, que se ven en la jurisprudencia, como anota la Corte Suprema de Justicia: 

“Posteriormente, en Sentencias C-233 de 2016, T-640/2017 y T-265/2017, el Tribunal 

Constitucional determinó que, para facilitar la labor de los jueces de ejecución de penas 

ante tan ambiguo panorama, estos deben tener en cuenta, siempre, que la pena no ha 

sido pensada únicamente para lograr que la sociedad y la víctima castiguen al 

condenado y que con ello vean sus derechos restituidos, sino que responde a la 

finalidad constitucional de la resocialización como garantía de la dignidad humana. Esto 

encuentra sustento, igualmente, en la dogmática penal, donde se ha reconocido que la 

pena es algo intrínseco a los distintos momentos del proceso punitivo1, lo cual ha sido 

recogido por la jurisprudencia constitucional desde sus inicios (C-261/1996, reiterada 

en C-144/1997) y por la Corte Suprema de Justicia en distintas Sentencias (CSJ SP 28 

Nov 2001, Rad 18285, reiterada en CSJ SP 20 Sep. 2017, Rad 50366, entre otras).”2”, 

es decir, que su Señoría, deben atenerse a la conducta que he tenido en la Cárcel y 

Penitenciaria del Alta y Mediana Seguridad Para Mujeres de Bogotá, la cual fue 

evaluada por el Comité de Disciplina de la Reclusión, donde se me estimo 

favorablemente (El subrayado es mío). 

 

4. Reitero que tengo el beneficio al subrogado de la Libertad Condicional, ya que lo primero 

es analizar, cual ha sido mi comportamiento dentro de la reclusión, como lo anote 

anteriormente, entiendo que cometí un delito, pero que este ya fue analizado y juzgado 

el por Juez de conocimiento que me condeno, luego,  la Corte suprema de Justicia, ha 

dicho: “iii) Contemplada la conducta punible en su integridad, según lo declarado por el 

juez que profiere la sentencia condenatoria, éste es solo uno de los distintos factores 

que debe tener en cuenta el juez de ejecución de penas para decidir sobre la libertad 

condicional, pues este dato debe armonizarse con el comportamiento del procesado en 

prisión y los demás elementos útiles que permitan analizar la necesidad de continuar 

                                                             
1Claus Roxin,“Derecho Penal: Parte General. Fundamentos. La estructura de la teoría del delito”, Traducido por: D. M. Luzón Peña, M. Díaz y García Conlledo, 

J. De Vicente Remesal, Civitas, Madrid, 1997, p. 97. 

2STP15806-2019, Radicación N.° 107644, Acta 308 19/11/2019.  



con la ejecución de la pena privativa de la libertad, como bien lo es, por ejemplo, la 

participación del condenado en las actividades programadas en la estrategia de 

readaptación social en el proceso de resocialización3.”,  como debe comprender su 

Señoría, que con un proceso, donde ya cumplí más de las 3/5 partes y mis actividades 

realizadas dentro del penal como producto del proceso, además de la participación en 

los grupos religioso, la participación en varios cursos, entre ellos, el más importante 

JUSTICIA RESATURATIVA, entre otros, debo afirmar que es tiempo suficiente, para 

determinar que sí tengo el derecho plenamente ganado y ajustado a la norma, luego, 

no puede tenerse en cuenta, mi situación sobre el bien jurídico que violé, sino que 

también, que me he resocializado, por lo que es importante resaltar lo que ha dicho la 

Corte Constitucional: “El objeto del derecho penal en un Estado de este tipo no es excluir 

al delincuente del pacto social sino buscar su reinserción en el mismo. Por ello, es lógico 

que los instrumentos internacionales de derechos humanos establezcan esa función 

resocializadora del tratamiento penitenciario. Así, de manera expresa, el artículo 10 

numeral 3º del Pacto de Derechos Civiles y Políticos de las Naciones Unidas, aprobado 

por Colombia por la Ley 74 de 1968, consagra que ‘el régimen penitenciario consistirá 

en un tratamiento cuya finalidad esencial será la reforma y la readaptación social de los 

penados’. En ese orden de ideas sólo son compatibles con los derechos humanos, 

penas que tiendan a la resocialización del condenado, esto es, la incorporación a la 

sociedad como un sujeto que la engrandece, con lo cual además se contribuye a la 

prevención general y la seguridad de la coexistencia, todo lo cual excluye la posibilidad 

de imponer la pena capital.”4  (El subrayado es mío) 

 

5. El Despacho apunta que “para esta oficina judicial, es un hecho indiscutible que la 

sentenciada hacia parte de una organización criminal encargada de ejecutar actividades 

referentes a la comercialización de las llamadas “drogas sintéticas”, generando todo un 

comercio ilícito a cuenta de los consumidores…” por lo que siento que su Señoría me 

está valorando nuevamente la conducta punible, entiendo, que si bien es cierto el 

Artículo 30 de la Ley 1709 de 2014, afirma que se debe tener en cuenta la valoración 

de la conducta punible, también es cierto que en reciente pronunciamientos la Corte 

Suprema de Justicia ha Dicho: “Ahora bien, dado que hay amplitud de posibilidades 

hermenéuticas con respecto a la valoración de la conducta punible, la Corte 

Constitucional, en sentencia C-757/14, teniendo como referencia la Sentencia C-

194/2005, determinó, en primer lugar, cuál es la función del juez de ejecución de penas 

y, de acuerdo a ésta, cuál es la valoración de la conducta punible que debe realizar. 

Puntualmente, indicó que: “[E]l juicio que adelanta el Juez de Ejecución de Penas tiene 

una finalidad específica, cual es la de establecer la necesidad de continuar con el 

tratamiento penitenciario a partir del comportamiento carcelario del condenado. En este 

                                                             
3 Ibídem 
4 Sentencia C-144 de 1997 (M.P. Alejandro Martínez Caballero) 

 



contexto, el estudio del Juez de Ejecución no se hace desde la perspectiva de la 

responsabilidad penal del condenado –resuelta ya en la instancia 

correspondiente, ante el juez de conocimiento- sino desde la necesidad de 

cumplir una pena ya impuesta. En el mismo sentido, el estudio versa sobre hechos 

distintos a los que fueron objeto de reproche en la sentencia condenatoria, cuales son 

los ocurridos con posterioridad a la misma, vinculados con el comportamiento del 

sentenciado en reclusión. [L]os jueces de ejecución de penas no realizarían una 

valoración ex novo de la conducta punible. Por el contrario, el fundamento de su 

decisión en cada caso sería la valoración de la conducta punible hecha previamente por 

el juez penal”5., luego su Señoría no  debe valorar dos veces la misma  conducta punible, 

ya que esta, fue objeto de sanción penal por parte del Juzgado Fallador, el cual me 

condenó a 66 meses de prisión, de los cuales llevo más de las 3/5 partes de la pena 

cumplida. (El subrayado y la negrilla es mío) 

 

6. En el Resuelve su Despacho afirma negar el sustituto de Libertad Condicional, previa 

valoración de la Conducta punible, además que anota la inexistencia de información del 

Arraigo Familiar, para lo cual agradezco revisar nuevamente mi solicitud de libertad 

condicional, donde anexe la respectiva documentación e informe, que me recibe mi 

Hermana NORA MARIA SANTACRUZ FONSECA, cedula No. 59666457 de Tumaco, 

con domicilio en la Carrera 7 No. 01 -7110, Barrio la Florida, Conjunto Residencial 

Serranías de la Calera, Torre 10, apto 203, Celular 3152843930, La Calera, con los 

respectivos anexos. 

 

En razón a mis anteriores consideraciones, y a mi juicio, consiente, que cometí un error, lo cual 

ya estoy plenamente convencida del trabajo que debo realizar, como madre, abuela y persona 

frente a una sociedad, solicito muy amablemente se reconsidere que soy merecedora del 

subrogado de libertad condicional, en el entendido que realicé un proceso de rehabilitación 

completo, como lo exige la Ley 65 de 1993, lo que indica que es importante anotar: 

 

1. Por esto debe aclarar que respecto a la previa valoración de la conducta punible, es 

necesario precisar que ésta ya fue objeto de debate ante el Juez de conocimiento al 

momento de la imposición de mi condena, de tal manera que ni el mismo juez fallador, 

estaría facultado para analizar la concesión o no del subrogado, desde la perspectiva 

de la conducta punible, pues de lo contrario se estaría sobrepasando los límites del 

poder punitivo del Estado y en consecuencia quebrantando el Principio del non bis In 

ídem.  La valoración que la norma indica, corresponde a determinar la necesidad de 

continuar o no con la ejecución de la pena de cara al Tratamiento Penitenciario, es decir, 

                                                             

5 STP15806-2019, Radicación N.° 107644, Acta 308, de diecinueve (19) de noviembre de dos mil diecinueve (2019). Magistrada Ponente PATRICIA SALAZAR 

CUÉLLAR,   

 



a partir de una concepción actual de mi comportamiento el cual sería posterior a la 

sentencia.  

 

2. Al respecto, es importante destacar, que la misma Sentencia C-194 de 2005, en uno de 

sus apartes, sobre el tema de la libertad condicional señala: “cuando la norma acusada 

dice que la libertad condicional podrá concederse previa valoración de la gravedad de 

la conducta, no significa que el Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, 

quede autorizado para valorar la gravedad de la conducta. Lo que la norma indica es 

que dicho funcionario deberá tener en cuenta la gravedad del comportamiento punible, 

calificado y valorado previamente en la sentencia condenatoria por el juez de 

conocimiento, como criterio para conceder el subrogado penal. Adicionalmente el juicio 

que adelante el Juez de Ejecución de penas tiene una finalidad específica, cual es la de 

establecer la necesidad de continuar con el tratamiento penitenciario a partir del 

comportamiento carcelario del condenado. En este contexto, el estudio del juez de 

Ejecución no se hace desde la perspectiva de la responsabilidad penal del condenado 

- resuelta ya en la instancia correspondiente, ante el Juez de conocimiento-  sino desde 

la necesidad de cumplir una pena ya impuesta. En el mismo sentido, el estudio versa 

sobre hechos distintos a los que fueron objeto de reproche en la sentencia condenatoria, 

cuales son los ocurridos con posterioridad a la misma, vinculados con el 

comportamiento del sentenciado en reclusión. Por ello, la pretendida triple coincidencia 

de elementos, que configuran una agresión al principio de la non bis in ídem, se rompe 

como consecuencia de la ausencia de los dos últimos, pues la segunda valoración no 

se hace con fundamento en el mismo juicio ni sobre la base de los mismo hechos” (El 

subrayado es mío).  

 

3. Ahora bien, la Ley 1709 de 2014, obedeció a la necesidad de superar las deficiencias 

del sistema carcelario, sobre el particular la Doctora Ruth Stella Correa Palacio señaló, 

en la Exposición de Motivos de la Gaceta 117 del CONGRESO DE LA REPUBLICA DE 

COLOMBIA del 21 de marzo de 2013, en el literal c. lo siguiente: “Penas intramurales 

como último recurso.  Esta propuesta tiene como eje central poner en acción el principio 

del derecho penal como ultima ratio. En ese sentido, se busca que las personas, que 

obviamente cumplan los requisitos establecidos en la ley accedan efectivamente a los 

beneficios de la libertad. Actualmente la existencia de criterios subjetivos, dada la alta 

discrecionalidad de la que gozan los jueces, impide el otorgamiento de dichos 

beneficios, a pesar de que muchas de estas personas podrían acceder a ellos y 

contribuir así a la descongestión de los establecimientos.” Así mismo, se establecen 

sanciones penales y disciplinarias para los funcionarios, que, teniendo la obligación de 

ordenar la excarcelación, omitan la misma”  

 

4. El Tribunal Superior de Cundinamarca, en Auto interlocutorio del 13 de mayo de 2014 

con radicación 25269-31-87-001-2013-01127-01 MP. Joselyn Gómez Granados, ha 



manifestado sobre el particular que:  “ la intención del legislador fue depurar de la ley 

cualquier asomo de discrecionalidad en el juez que ejecuta la sanción penal para que 

niegue a  libertad condicional con fundamento en aspectos meramente subjetivos 

derivados de un examen a la “gravedad” de la conducta punible –que por demás ya 

fueron objeto de valoración, máxime que la adopción de la normativa se hizo con el fin 

de contribuir con la descongestión carcelaria y mejorar el sistema penitenciario, 

haciendo más dúctil las políticas que en tal sentido se habían adoptado con la 

eliminación de requisitos excesivos que impedían al acceso a los beneficios y 

mecanismos sustitutivos de la pena existentes a favor de las personas que son 

condenadas y con miras a la reinserción social.”   

 

5. La finalidad del operador de justicia, al momento de resolver sobre la concesión del 

subrogado de la libertad condicional, es verificar, que se cumplan los requisitos de orden 

objetivo y subjetivo y para ello traigo a colación lo indicado por la Corte Constitucional 

en Sentencia C-194 del 2 de marzo de 2005 que señaló:  “Tal como se explicó, en este 

punto la Corte entiende que el Juez de ejecución de penas y medidas de seguridad no 

cumple un mero papel verificador matemático de las condiciones necesarias para 

conceder el beneficio de la libertad condicional. Tal vez ello ocurra con los requisitos 

objetivos para conceder tal beneficio, pero tratándose de los requisitos subjetivos 

(confesiones; aceptación de cargos; reparación del daño; contribución con la justicia; 

dedicación a la enseñanza, trabajo o estudio; trabas a la investigación; indolencia ante 

el perjuicio; intentos de fuga; ocio injustificado, comisión de otros delitos, etc.) dicha 

potestad es claramente valorativa…” (Lo subrayado es mío)   

 

En esta materia solicito al señor Juez, evaluar este concepto en los términos en que fue 

concebida la ley 1709 de2014,  más aun cuando en el presente caso  se cumplen con 

todos los requisitos establecidos para tal fin  la concesión de  libertad condicional.  

 

Desde el punto de  vista de la resocialización del condenado la Corte Constitucional de 

Colombia, en Sentencia T-286/11, relativa al Tratamiento Penitenciario taxativamente 

consagra “Se entiende por Tratamiento Penitenciario el conjunto de mecanismos de 

construcción grupal e individual, tendientes a influir en la condición de las personas, mediante 

el aprovechamiento, del tiempo de condena como oportunidades, para que puedan construir y 

llevar a cabo su propio proyecto de vida, de manera tal que logren competencias, para 

integrarse a la comunidad como seres creativos, productivos, autogestionarios, una vez 

recuperen su libertad, dando cumplimiento al objetivo del Tratamiento de preparar al 

condenado (a) mediante su resocialización para la vida en libertad (…).   

 

El artículo 10 de la ley 65 de 1993 consagra que la finalidad del Tratamiento Penitenciario se 

centra en el logro de la resocialización del individuo en los siguientes términos: “…El 

tratamiento penitenciario tiene una finalidad de alcanzar la resocialización del infractor de la 



ley penal mediante el examen de su personalidad, y a través de la disciplina, el trabajo, el 

estudio, la formación espiritual, la cultural, el deporte y la recreación bajo un espíritu humano 

y solidario”.  

 

Bajo estas premisas de orden legal y constitucional se puede afirmar que si estoy 

resocializada,  pues obran en el expediente los Certificados de Cómputos que dan cuenta de 

mis actividades  Educativas, además de la participación en cursos del orden espiritual y 

evaluadas con eficiencia, mi Calificación de Conducta en el grado de Ejemplar, una aprobación 

por el cuerpo interdisciplinario, con la Resolución Favorable, documentos ellos que demuestran  

que   el aprovechamiento del Sistema de Oportunidades que brinda el Estado a través del 

INPEC, da por cumplido el objetivo de mi Tratamiento Penitenciario, siendo entonces 

importantísimo continuar por esta vía, otorgándome el beneficio de la libertad condicional, pues  

he cumplido lo que el Estado me ofreció y me exigió.   

 

Con la privación de mi libertad, asumí con responsabilidad el cumplimiento de la pena 

impuesta, abonando a ese fin de la pena como lo constituye la retribución justa frente a una 

conducta reprochable, me dediqué al aprovechamiento del Sistema de Oportunidades, dando 

los frutos al tratamiento ofrecido, demostrando con ello mi arrepentimiento y sometimiento.   

 

Como es humano y de cara a los beneficios consagrados aspiré a ser merecedora del Beneficio 

de la libertad condicional, con el lleno de los requisitos, sin embargo, no se tuvo en cuenta todo 

mi proceso de resocialización y de tajo se me negó la libertad condicional, con valoraciones 

violatorias del principio de legalidad.  

 

En virtud de lo precedentemente expuesto, ruego a su señoría, efectuar la revocatoria del Auto 

Interlocutorio y en su lugar concederme la Libertad Condicional.  
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